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PRESIDE: — Señor Representante Álvaro Alonso, Vicepresidente. 
MIEMBROS: Señores Representantes Gonzalo Graña, José Homero Mello y Ricardo Molinelli. 


INVITADOS: Por la Cámara de la Industria del Calzado del Uruguay (CICU), los señores Daniel Tournier, 
secretario ejecutivo; Vanie Dgebedjian, secretario, Alvaro Molaguero, prosecretario; 
Alejandro Biasiolli, vocal y doctor Jorge Mosco, asesor. 


Por la Dirección del Área de Defensa del Consumidor del Ministerio de Economía y 
Finanzas, contador Adrián Cabrera, Director y escribana Susan Weissel, Jefa del 
Departamento de Análisis de la Oferta. 


SEÑOR PRESIDENTE (Alonso).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación de la Cámara de la Industria del Calzado del 
Uruguay, integrada por los señores Alejandro Biasiolli, Daniel Tournier, Alvaro Molaguero, Vanig 
Dgebedjian y el doctor Jorge Mosco. 


SEÑOR DGEBEDJIAN.- Tenemos que agradecer a la Comisión por recibirnos nuevamente, pues en lo 
que va de la Legislatura esta es la segunda oportunidad en que concurrimos a este ámbito. 


Al igual que el anterior, este también es un momento difícil, aunque ahora vemos algunas perspectivas, con 
muchas ganas de seguir sobreviviendo y tratar de trascender en nuestro mercado para volver al protagonismo 
que se tuvo en la década del setenta, cuando nuestro grupo ocupaba el tercer o cuarto lugar de exportadores 
no tradicionales, llegando en 1978 a la cantidad de US$ 30:000.000 por concepto de calzado exportado. 


En ese año exportaron aproximadamente setenta empresas, de las que treinta y dos o treinta y cuatro eran 
exportadores regulares. Lamentablemente, la situación se complicó por la aplicación de derechos 
compensatorios y por el desestímulo repentino al no hacerse las cosas gradualmente, y el sector sobrevivió 
con el mercado nacional. En 1995 se dio una apertura total e indiscriminada, sin ningún tipo de atenuantes, lo 
que llevó a que en 2000 y 2001 se llegaran a tener importaciones por US$ 10:000.000. 


Quiero señalar que mantenemos un récord pues Uruguay es el país de Latinoamérica -y quizás del mundo- 
que importa más calzado por habitante. Esto obedece a la total liberalidad y descontrol en los procedimientos 
que se realizan para importar. 


SEÑOR TOURNIER.- Vamos a dar lectura a parte del informe que realizó la CICU y que figura en las 
carpetas que entregamos a los señores Diputados. 


Dice así: "A continuación mencionaremos los puntos a tratar en esta reunión: 1) Control aduanero eficiente.- 
2) Cumplimiento del marco jurídico que contempla a la Industria Nacional en las Licitaciones de compras del 
Estado.- 3) Convocatoria de un grupo de trabajo para el estudio de las cadenas productivas industriales a los 
efectos de crear una ley marco en defensa de nuestra Industria y fomento del trabajo nacional.- 4) 
Implementación del Centro Tecnológico del Calzado del Uruguay.- 5) Integración Regional en América 
Latina de las Cámaras Industriales del Calzado". 


Ahora nos vamos a referir a cada punto. Prosigo leyendo: "1) Control Aduanero.- Nuestra Industria durante 
los últimos años ha sido castigada por la importación masiva de calzado (desde China) a precios que muchas 
veces ni siquiera cubren el costo -a valor internacional- de las materias primas con que se elaboran.- Hace 
muchos años que venimos solicitando medidas efectivas de control, que impidan la competencia desleal (ver 
escala de precios-Anexo 1), pero hasta el momento no hemos conseguido la implementación de ninguna 
medida al respecto". 


En el Anexo 1 -que también entregamos en la carpeta- se muestra una escala que al 18 de octubre de 2003, 
hasta US$ 0,50, han ingresado 667.000 pares; de US$ 0,51 a US$ 1,25, 1:500.000 pares; y de US$ 1,26 a 
US$ 2,50, 1:000.000, sobre un total de 4:700.000. Consideramos que es mucha la cantidad que entra, a 
valores muy irrisorios. 


Continúo con el primer punto: "Integramos la mesa de valoración en Aduana, la que consideramos muy 
importante porque recibe nuestras inquietudes frente a trámites varios, así como nuestras posibles denuncias. 
Aparentemente dicho órgano no tiene mandatos ni instrumentos que les permitan impedir estos hechos, 
aunque muchas veces rozan en lo ridículo (adjuntamos copia de dos DUA donde vemos cómo un mismo 
importador ingresa un calzado terminado a la quinta parte del precio que los componentes para armar uno 
similar. Anexo 2).- El día 30/9 nos recibió el Ministro de Economía, ec. Isaac Alfie, y él mismo quedó en 
solicitar al Departamento de Política Comercial el estudio de medidas para el control efectivo de los valores 
irriosorios con los que ingresan algunas mercaderías. Hasta el día de hoy no hemos tenido respuesta, por tal 
motivo solicitamos a esta Comisión su intervención del mismo para agilizar la implementación de esas 
medidas.- Como aporte entregamos a Uds. una copia del Decreto N* 1134 (Anexo 3) de la República de Chile 
sobre la determinación de valor aduanero. Esta medida le ha reportado en el último año la suma de 15 
millones de dólares de recaudación, cifra que anteriormente se evadía.- También adjuntamos una copia de los 
Derechos Específicos con valores referenciales, que aplicó Argentina a terceros países (Anexo 4), que rigen 
hasta el 31 de Diciembre de 2007 -cuya aplicación ha conseguido que en el año 2002 sobre un total de 
importaciones de 3:393.360 pares, solo 116.412 pares son de origen chino a un precio promedio de 

US$ 16,70 CIF el par. En nuestro País ingresó en el mismo año un total de 5:933.059 pares de los cuales 
4:375.848 pares de origen chino, con un valor promedio de US$ 1,92 CIF el par. (Ver anexo 5).- 2) 
Cumplimiento del marco jurídico en las Licitaciones Públicas.- La Cámara de la Industria del Calzado ha 
observado una licitación del Ministerio del Interior por varias razones, que van desde el aspecto técnico, 
hasta la parte formal de la misma, que a nuestro criterio revisten serias irregularidades de procedimiento.- En 
primera instancia, el Tribunal de Cuentas -acorde con nuestra oposición- observó la Licitación, criterio que 


fue posteriormente modificado luego de gestiones realizadas por el Ministerio del Interior.- Actualmente a 
través de la carta (de la que adjuntamos copia Anexo 6) hemos pedido la debida aclaración al Tribunal de 
Cuentas, ya que entendemos que la adjudicación se realiza a través de un total desvío de las normas legales 
establecidas.- Para vuestra mejor comprensión, en la carta remitida al Tribunal de Cuentas solamente 
hacemos referencia a la parte formal de la referida licitación, siendo que las irregularidades parten desde el 
mismo Pliego donde se solicita 'cotización según muestra' (la cual es de Industria Nacional)" -un calzado de 
Bagnulo- "con capellada de cuero, forro de cuero, plantilla de armado de cuero y suela tipo Vibram -luego se 
adjudica a un calzado Chino, con capellada de cuero, forro sintético, plantilla de armado de celulosa y suela 
TPR (material sintético). Esta diferencia incide notablemente en el precio, de modo tal que los Industriales al 
atenerse a los materiales utilizados en la muestra original no compiten en igualdad de condiciones.- No se 
exigen -como era de uso- los análisis del LATU sobre los materiales utilizados, ni su informe sobre la calidad 
de construcción del producto, ni el control posterior sobre la mercadería entregada, para comparar así la 
calidad entre la muestra de referencia, el producto ofertado, y la mercadería entregada (gastos que siempre 
asumía el oferente y no significaban un costo adicional para el Estado). Esta situación permite una evaluación 
arbitraria por parte de quienes no tienen el conocimiento técnico mínimo necesario para la tarea.- Esta 
licitación fue ampliada en un 100%, o sea que en este momento son 18.000 pares, cantidad que significa el 
trabajo de 70 personas por 3 meses en forma directa, y unas 30 personas en forma indirecta.- Se adjunta un 
detalle (Anexo 7) de lo que recaudaría el Estado por la fabricación en el país de esa cantidad de calzado y 
también un detalle (Anexo 8) de lo que recaudaría el Estado por la fabricación de la suela tipo Vibram en el 
país.- Por consiguiente solicitamos a esta Comisión que para los procesos licitatorios de todos los 
Organismos del Estado se incorpore en el TOCAF la obligatoriedad que en el pliego general se exija, la 
participación del LATU, certificando por análisis la calidad de los materiales utilizados en el producto, e 
informando sobre la calidad de construcción, tanto del producto ofertado como de la mercadería entregada 
posteriormente.-". 


En este punto quiero hacer un comentario. Hasta hace dos años existía esta normativa y la licitación siempre 
era adjudicada a la industria nacional. No sabemos por qué el Ministerio del Interior dejó de usar este 
sistema. 


Continúo leyendo: "3) Convocatoria de un Grupo de trabajo para el estudio de las cadenas productivas 
industriales (en especial la que nos involucra: carne, cuero, calzado y demás manufacturas) dando 
continuidad a la política iniciada por el Ministerio de Industria, 'Agendas de competitividad", pero 
concretando medidas efectivas de desarrollo industrial, mediante una ley marco que fomente el Trabajo 
Nacional.- 4) La Cámara de la Industria del Calzado tiene la convicción de que el resurgimiento del Sector 
debe consolidarse con la defensa del mercado nacional y fundamentalmente con el desarrollo de productos de 
alta calidad, orientados a los mercados más exigentes. Por ello es indispensable usar las herramientas que 
ofrece hoy en día la ciencia y la tecnología, incorporándolas a nuestras empresas en forma mancomunadas 
por intermedio de un Centro Tecnológico del Calzado.- En este sentido nuestra Cámara está embarcada en la 
concreción de dicho Centro en el marco de la Cooperación Tecnológica Internacional y LATU, por eso se 
visitó el CITEccal de Lima a fines del mes pasado, iniciándose un proyecto IBEROEKA para el prototipado y 
reproducción de hormas con tecnología digital. Hemos solicitado al Ministro de Industria el apoyo para la 
concreción del proyecto.- 5) La Cámara de Industrias del Calzado está trabajando en forma conjunta con las 
gremiales de Argentina, Brasil, Paraguay, Chile, Venezuela, México, en todo lo que significa la coordinación 
del comercio intrazona, así como las diferentes posturas a coordinar frente a las negociaciones que se están 
llevando adelante con relación al ALCA.- Apoyamos la postura de la Cámara de Industrias del Uruguay, y 
solicitamos la participación sectorial en cada punto específico de negociación, ya que son quienes conocen en 
profundidad los diferentes temas, asegurando así que estos representen los verdaderos intereses de cada 
sector.- Estamos convencidos de las reales posibilidades que un mercado ampliado puede brindar a una 
Industria que como la nuestra ocupa mano de obra en forma intensiva, y que no está pidiendo ningún tipo de 
refinanciación por parte del Estado.- Por último queremos hacer una invitación a todos los Integrantes de esta 
Comisión a visitar una Fábrica de Calzado, donde podrán observar el proceso productivo del calzado, y el 
gran potencial generador de mano de obra que el mismo posee.- Quedamos entonces abiertos al diálogo y 
desde ya a vuestras órdenes". 


SEÑOR MELLO.- Teníamos noticias de que la importación de calzado en Uruguay era el problema 
que realmente afectaba a la industria del calzado. Nos sorprende enormemente la cantidad de millones 
de pares que ingresan al país. Y creo que es lógico que la Cámara haga este tipo de planteamientos 
porque sabemos que se necesita mucha mano de obra para fabricar el calzado. 


Quiero hacer dos preguntas con respecto a los temas que plantearon. Una de ellas es saber si ustedes han 
estimado las necesidades actuales del pueblo uruguayo sobre la cantidad de calzado que se debería fabricar 
para cubrir a toda la población. Además, quisiera saber si están enterados de qué países del MERCOSUR 
tienen fábricas uruguayas instaladas y si están fabricando calzado. 


SEÑOR MOLAGUERO.- Con respecto a la importación y a su incidencia en el mercado, hemos 
afirmado reiteradamente que por cada millón de pares que se pueda sustituir de calzado importado 
por el fabricado en el país, se generaría alrededor de setecientos puestos de trabajo directos y 
trescientos indirectos. 


La realidad indica que ha habido una destrucción sistemática de nuestra industria durante todos estos años, 
pero nunca hemos planteado el cierre de importaciones ni nada que se le parezca. Ello no tendría sentido 
porque la industria del calzado que queda en Uruguay no tendría posibilidades de atender el 100% del 
consumo del mercado nacional. Sí creemos que debe existir un contralor. Obviamente, tenemos una 
capacidad instalada que podría generar miles de puestos de trabajo si las condiciones lo permitieran. 
Argentina implementó medidas de salvaguardia y cuando estas cayeron, aplicó derechos específicos, lo que 
ha significado que en este momento mantenga trabajando alrededor de ochocientas fábricas de calzado, 
relativamente importantes, unas muy grandes y otras medianas. Hasta el momento nosotros no hemos logrado 
sensibilizar sobre el tema y encontramos serias barreras a nivel general. Mencionamos un ejemplo práctico 
donde un mismo importador trae todos los componentes de un calzado desarmado a un valor de US$ 5 y un 
calzado terminado similar a ese, a un valor de US$ 1,06, es decir que estamos hablando prácticamente de la 
quinta parte del valor. 


Cuando planteamos este tema a la Dirección Nacional de Aduanas, nos contestó que no tenía herramientas 
prácticas ni instrucciones para solucionarlo. Nosotros creemos que ese planteamiento es bastante ilógico. El 
Ministerio de Economía y Finanzas, en función del decreto sobre retención de IVA, nos pidió un trabajo para 
establecer valores a los efectos de la evaluación de las importaciones y de los pagos de los tributos 
correspondientes; se trata de valores referenciales -por así llamarlos- para cada nomenclatura arancelaria. 
Hicimos un trabajo muy detallado a valor de mercadería a precio internacional. En todos los casos, no debe 
haber una sola excepción, la mercadería está siendo ingresada en el país por debajo de lo que correspondería 
al valor de la materia prima a precio internacional, es decir, al valor de la materia prima que se necesitaría 
para fabricar ese artículo al precio internacional. 


Ese fue el fundamento, lo que intentamos decir. En el estudio que hicimos para el Ministerio, con el fin de 
que no se pudiera argumentar que las empresas uruguayas no son eficientes ni que tenemos un problema de 
economía de escala o de cualquier otra consideración extra, excluimos completamente todo lo que significa el 
costo-país. Es decir, en el estudio pusimos estrictamente el valor de los materiales dejando de lado todo lo 
que corresponde a mano de obra, leyes sociales, amortizaciones, rentabilidad de la empresa, impuestos y 
costo-país, y dejamos a consideración del Ministerio en cuánto deberían incrementarse esos montos. Los 
simples montos de la materia prima son netamente superiores a los valores declarados de importación. 


En este momento, estamos siendo acusados, de modo amistoso, por parte de la Cámara de Brasil de que parte 
del calzado que se declara importado acá está siendo desviado como contrabando hacia Brasil. 


Se ha preguntado cuánto es el consumo. Al respecto, debo decir que el consumo estaría cubierto con lo que 
significan las cifras de importación de los últimos años. Para todos los colegas del MERCOSUR es difícil 
comprender cómo podemos tener fábricas operativas con el nivel de importaciones que existe en la 
actualidad. Argentina tiene 35:000.000 de habitantes y 5:000.000 de pares de importación, y se están 
quejando de la situación. Brasil con 170:000.000 o 180:000.000 de habitantes, tiene 5:000.000 de pares de 
importación y, nosotros, con 3:000.000 de habitantes llegamos a tener 10:000.000 de pares de importación 
por año. 


SEÑOR MOLINELLI.- De acuerdo con las cifras que la Cámara ha expuesto en este momento, en el 
año 2002 se importaron 5:900.000 pares. Después, figuran los datos que corresponden a lo que va de 
este año; hasta el 18 de octubre -figura en el Anexo 1— se han importado 4:700.000 pares, cifra 
discriminada por los valores. Nos llama muchísimo la atención porque hay valores que son menores a 
US$ 0,50 y representan el 41%. 


En el año 2002 fueron cerca de 6:000.000 y posiblemente este año la cifra sea similar. Entonces, queremos 
saber cuánto es la producción nacional para tratar de estimar cuál es el consumo a nivel del país. Por supuesto 
que llama muchísimo la atención la cantidad de pares de calzado importados en relación con los habitantes, 
sobre todo, comparando con lo que sucede en los otros países del MERCOSUR. Esta es la primera inquietud. 


Además, vamos a formular dos preguntas más; una de ellas tiene que ver con la integración de la mesa de 
valoración en la Aduana donde está representada la Cámara. Nosotros entendemos que en aquella reunión de 
hace tres años una de las aspiraciones era analizar si la integración de la Cámara podía ser un elemento más 
para controlar las importaciones, las declaraciones falsas, etcétera. Ahora bien, según lo que ustedes han 
dicho la participación en la mesa de valoración de la Cámara no ha sido muy útil. Quisiéramos que 
explicaran esto un poco más, porque era uno de los puntos que ustedes pedían en aquel momento. 


Y la tercera pregunta tiene que ver con lo que expresó el señor Dgebedjian en cuanto a la situación tan difícil 
que se atravesó por las importaciones y por la caída del consumo en los años 2001 y 2002. Según la 
información que nos llegó, fundamentalmente a través de la prensa, habría posibilidades de reactivar la 
actividad y queremos saber, en concreto, qué expectativas existen con respecto a la exportación. En 
determinado momento, el rubro exportación era un destino importante para la fabricación nacional. Como 
acaba de decir el señor Molaguero, la importación es muy alta, pero se podría revertir la situación. Por cada 
millón de pares de calzado que no se importen y que se fabriquen aquí, se generarían cerca de mil puestos de 
trabajo, setecientos directos y trescientos indirectos. Esto es muy importante, pero también lo es el 
crecimiento de la industria a través de la exportación. Queremos saber cómo está plantada hoy la industria y 
cuáles son las condiciones que el país le está dando para que pueda retomar el camino de la exportación. 


SEÑOR TOURNIER.- En cuanto al consumo, lo que se estima a nivel mundial son dos pares y medio 
por persona; aquí, nos está dando casi cuatro. En los años 2000 y 2001 entraron diez millones cada año. 
Aquí surge otro problema: en Brasil y Argentina se quejan del contrabando. Nosotros les decimos que 
tienen que denunciar ellos porque no conocemos la situación. Aquí, la mercadería entra legalmente; es 
un contrabando legal. 


Voy a dar unos números para que los señores Diputados tengan una idea de promedios. En el año 1998, en 
promedio el calzado entró a US$ 4,38 por par; en 1999, a US$ 3,80; en 2000, US$ 3,52; en 2001, US$ 3,32; 
en 2002, US$ 2,98, y en lo que va de este año, US$ 2,57. Como podrán apreciar, la escala de valor promedio 
cada vez es más baja y estamos hablando de valor CIF. 


Esto tiene mucho que ver con la mesa de valoración -de la que participo por intermedio de la Cámara-, que 
consideramos importantísima porque nos da la posibilidad de conversar e intercambiar ideas con todos los 
directivos de la Aduana, conocer denuncias de mercaderías que ingresan a muy bajo costo y que después en 
el mercado se multiplica por siete o por ocho. Se está trabajando en todo eso, pero tenemos problemas de 
valor. Se piensa que la mesa de valoración valora, pero no lo puede hacer porque no tiene los elementos; no 
puede decir cuánto vale un producto. La Aduana respeta lo que dice la factura de cada producto que ingresa, 
que es lo que existe a nivel internacional y también lo hace la mesa de valoración. En base a eso, si una 
mercadería entra a US$ 0,20, aunque nosotros no estemos de acuerdo, lo que dice la factura es lo que vale, y 
aquí empiezan las discusiones con la parte importadora. La Aduana debería tener instrumentado un valor 
referencial, que no lo puede establecer la mesa de valoración. La Aduana podría decir, por ejemplo, que 
determinada mercadería vale US$ 1 y la persona va a pagar los recargos por ese valor, aunque haga un buen 
negocio. 


No estamos diciendo que los importadores sean corruptos, que es lo que siempre se discute en la mesa de 
valoración; ellos y cualquiera pueden ir a zona franca y comprar una mercadería abandonada, que está 
totalmente fuera de época y hacer un buen negocio. Por ejemplo, entró a zona franca un calzado deportivo a 
US$ 2 y la querían vender a US$ 0,20, era una mercadería que hacía tiempo estaba abandonada. Nos parece 
muy bien que se haga eso. Pero si el precio que se toma son US$ 0,20, no solo nos perjudica a nosotros como 
industriales sino también al Gobierno que no recauda nada: un 21% -por ser de terceros países- sobre 

US$ 0,20 no significa nada. Esto está haciendo un daño a la industria y al comercio, por lo tanto, queremos 
que se paguen los recargos por los US$ 2 por los que ingresó la mercadería. 


Estos son los problemas que tenemos a estudio en la mesa de valoración y que no se resuelven no por mala 
voluntad de esta, sino porque no tiene las herramientas necesarias para trabajar en ese aspecto. 


SEÑOR MOLAGUERO.- Al respecto, quiero señalar un caso específico muy ilustrativo de un calzado 
deportivo ingresado de Zona Franca de Iquique. Esto significa transporte desde Oriente, costo de zona 
franca, costo de reembarque, transporte en camión a Uruguay. ¡Ingresó con un valor declarado de 
US$ 0,17! Se me ocurre que con eso no han pagado ni el flete, pero la Aduana dice que no tiene 
elementos para manejarse. 


SEÑOR MOLINELLI.- ¿A cuánto se vende ese calzado? Hago esta pregunta porque el valor de venta 
puede ser una referencia para el valor de compra, si bien los márgenes pueden ser mayores o menores 
si el negocio es bueno o malo. 


SEÑOR DGEBEDJIAN.- La situación es bastante compleja y simple a la vez. 


Todos estos problemas aparecieron desde el momento en que se firmó la Resolución de Marraquech, que 
Uruguay la hizo ley a partir de diciembre de 1994. Según la Organización Mundial de Comercio, el valor es 
el de transacción, o sea, la factura. El importador tendría que ser muy desprolijo o bastante estúpido para 
ingresar un producto a un valor discorde, es decir, que pusiera en una parte de la factura un valor y en el 
packing, otro. Recién ahí habría una discordancia y se podría intervenir. Pero la Organización Mundial de 
Comercio también dio herramientas para controlar este tipo de distorsiones en el comercio, como son las 
cláusulas de salvaguardia, los derechos compensatorios, los derechos antidumping. En la zona se han 
aplicado esas herramientas, menos en el Uruguay porque no hubo voluntad política para hacerlo. 


Indudablemente, los que juegan del otro lado tienen mucho más acceso a las decisiones de Gobierno que 
nosotros. Cuando el doctor Abreu era asesor de la Cámara de Industrias, le pedimos que nos asesorara 
respecto de la aplicación de las cláusulas de salvaguardia en el Uruguay, porque en el segundo Gobierno del 
doctor Sanguinetti los Ministerios de Economía y Finanzas y de Industria, Energía y Minería decían que 
Uruguay no las podía aplicar porque no estaban reglamentadas. En aquel entonces, el doctor Abreu hizo un 
estudio y estuvo de acuerdo en que no estaban reglamentadas; sería bueno que lo estuvieran. 


De todos modos, la ley de diciembre de 1994 era muy explícita y explicaba punto por punto el mecanismo 
para aplicar las cláusulas de salvaguardia, pero el dictamen del doctor Abreu se desestimó. Posteriormente, se 
dictó una reglamentación, pero como ya dije, no hay voluntad política. 


El costo para pedir medidas de salvaguardia es elevado. Nuestras empresas están muy armadas en su 
potencial económico, pero entre las normativas del Ministerio de Industria, Energía y Minería hay un 
mecanismo por el cual se hace cargo de parte de los costos para iniciar esos procedimientos de salvaguardia. 
Pero, como ya dijimos, claramente nunca hubo voluntad política. 


Después se nos indicó que se podía hacer algo por el lado del antidumping, que es mucho más engorroso. En 
aquel momento el asesor económico de la Cámara de Industrias era el economista Quijano, quien dijo que era 
casi imposible aplicarlo en el calzado por la diversidad del mundo arancelario. 


El mes pasado estuvimos en Perú para la implementación del Centro Tecnológico y vimos que ellos tienen 
este mismo tipo de problemas: la invasión de oriente. Ellos aplicaron primero el antidumping a China, pero la 
cantidad de calzado importado de oriente no disminuyó porque lo que no se importaba por China se empezó a 
importar por Tailandia; se lo aplicaron a este país y ese año entraron por Malasia y luego por otro país del 
lejano oriente: se va haciendo la cascada. Ahora, allí está para salir la aplicación de medidas de salvaguardia. 


Pensamos que, además de esto, hay otras herramientas para aplicar, la cuestión es que tiene que haber 
voluntad política. Entre los documentos que presentamos está el decreto que aplica Chile. Allí figuran los 
criterios de valoración. El artículo 10 del decreto chileno dice: "(a) Valor de transacción (primer y principal 
criterio)" -que es el único que se aplica acá-; "(b) Valor de transacción de mercancías idénticas (segundo 
criterio); (c) Valor de transacción de mercancías similares (tercer criterio); (d) Valor deducido en el mercado 
nacional (cuarto criterio); (e) Valor reconstruido (quinto criterio); y (f) Método del último recurso (sexto 
criterio)". Estas son cosas que permite la Organización Mundial de Comercio, Chile no las inventó. Lo que 
sucede es que para la aplicación de este decreto, que aparentemente es inocuo, se hace toda esta cadena con 
velocidad, rápidamente, y al final se aplica una tabla de valores referenciales construida con una base 
completamente técnica y aclarando cada producto, es decir, con una apertura de la nomenclatura arancelaria. 


Entonces, métodos hay, pero el problema es que la Aduana de por sí no puede elegir el que quiera si no tiene 
la instrucción del Ministerio de Economía. 


Se da un contrasentido. Nosotros denunciamos casos en los que el valor de la materia prima a precio 
internacional en muchos casos supera por lejos el producto final que ingresa al país. Esto significa una 
pérdida de recaudación y perjuicio para el mercado, para la producción nacional. 


SEÑOR GRAÑA.- Este no es un problema nuevo para el país; hace muchos años que existe y por eso 
se ha desmantelado toda la industria del calzado. Es una cuestión de competencia desleal, de dumping 
y de marco normativo. 


Cuando se votó la Ley de Presupuesto, si mal no recuerdo, se previeron unas partidas para el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería, precisamente a efectos de que revisaran los procedimientos administrativos 
contra la competencia desleal. Ustedes ya nos han explicado las dificultades y los desencuentros que han 
tenido con el Ministerio en este sentido: no hay voluntad política. Quisiéramos saber si han hecho alguna 
denuncia o procedimiento administrativo contencioso sobre competencia desleal o dumping que pudiera 
significar un "leading case". Porque en este caso del calzado el dumping es muy evidente. Es decir, 
quisiéramos saber si han hecho alguna denuncia concreta para tener algunos resultados declarativos dentro 
del marco normativo actual. 


SEÑOR DGEBEDJIAN.- La primera vez que pedimos la aplicación de las medidas de salvaguardia, en 
el año 1997, se hizo un estudio, una carpeta, con el daño que se estaba causando a la industria nacional. 
Y de acuerdo con la resolución de Marraquech de la Organización Mundial de Comercio, el país -ya 
sea el Gobierno o la parte privada- estaría habilitado para la aplicación de las medidas previas de 
salvaguardia para el estudio posterior. Pero, esto no es a solicitud solamente del interesado, puede 
hacerlo el Estado. Por razones de costo, nosotros pedimos que lo hiciera el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería, pero no hemos tenido eco. Iniciar el proceso de antidumping es engorroso y no tiene 
sentido y la prueba está que después se lo saltean; se tiene que repetir hasta que se acaben los países 
asiáticos. 


SEÑOR MOLAGUERO.- Quiero señalar que ya hay alguna empresa que ha realizado negocios de 
exportación y la mayoría de ellas está realizando contactos con el exterior. Pero, hay que tener en 
cuenta que en la base del mercado nacional es muy importante todo lo que significa la amortización de 
gastos fijos y la certeza de trabajo. Nosotros necesitamos tener las empresas trabajando para poder 
proyectarnos al exterior; es muy difícil desde la nada convertirse en un proveedor interesante para 
alguien y proyectar la producción de la empresa en un ciento por ciento hacia el exterior. Esta es 
nuestra meta, hemos estado trabajando en ello y tenemos expectativas muy interesantes por lo que 
significan todas las negociaciones que estamos llevando adelante con las gremiales del MERCOSUR y 
la futura integración al ALCA. Estamos intentando seguir trabajando en el mercado nacional para 
tener nuestras empresas en funcionamiento mientras logramos los cambios y las transformaciones 
necesarias para que puedan ser realmente competitivas. 


SEÑOR TOURNIER.- El señor Diputado Molinelli preguntó a qué precio se venden algunos productos 
en el mercado y cómo se hace el seguimiento. Esto tiene relación con lo que él decía con respecto a 
presentar salvaguardias o medidas de dumping. 


Como dije, integro la mesa de valoración con las licencias previas del Ministerio, pero es muy difícil hacer el 
seguimiento. Estamos hablando de cuatro o cinco millones de pares y el modelaje y la diversidad de zapatos 
que existe nos hace muy difícil hacer un seguimiento. Hasta a nosotros que somos especialistas en el tema - 
personalmente, hace treinta y cinco años que estoy en el gremio- a veces se nos hace difícil seguir un calzado 
para ver a qué precio se vende en el mercado. Hubo un caso que nos llamó mucho la atención y fue el de un 
calzado que entró a US$ 3,50 y se estaba vendiendo en el mercado a US$ 21; eso lo hemos comprobado e 
hicimos la denuncia, ¡multiplican el valor por siete! Es imposible hacer un seguimiento. Me gustaría que los 
señores Diputados vieran la cantidad y la variedad, porque no entran doscientos mil pares de un modelo, sino 
cinco mil. El otro día entraron tres mil pares y son treinta y dos modelos diferentes de zapatos, hay pantuflas, 
botas, zapatos Luis XV. Entonces, es muy difícil comprobar un sistema o pedir una medida antidumping 


sobre una mercadería, porque además viene mucho de Zona Franca de Iquique, que también nos está 
perjudicando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión tiene prevista una convocatoria al nuevo Ministro de Industria, 
Energía y Minería para el mes próximo y quizás podamos incorporar en el orden del día el tema 
puntual de la industria del calzado. Este sería el tenor de las acciones que podríamos emprender en la 
Comisión, es decir, abrir la instancia de diálogo con el Poder Ejecutivo y, posteriormente, estaríamos 
en condiciones de hacer un seguimiento del tema. 


Quiero señalar también que me parecería interesante visitar una fábrica de calzado no solo para conocer sino 
porque en una instancia de ese tipo se dispone de más tiempo para conversar sin el protocolo de una reunión 
de Comisión. De esta manera, podremos analizar más en detalle los temas que a ustedes les preocupan y 
también a nosotros. 


Por otra parte, queremos saber qué contactos se han mantenido con las autoridades del Ministerio; si bien se 
mantiene el mismo Director Nacional de Industrias, quisiera saber si tuvieron algún contacto con el nuevo 
Ministro y cómo se desarrolló a efectos de tener la información para trabajar, sin perjuicio de que la 
Comisión resuelva otra cosa, mejorando o complementando la propuesta. 


SEÑOR MOSCO.- La Cámara ha encarado una estrategia de presencia a nivel de los distintos 
integrantes de la operativa de Gobierno y del sector privado. Inclusive, se está pensando en plantear 
seminarios para tratar estos temas porque, realmente, le va la vida al sector. Tenemos dos alternativas. 
Como dijo el señor Malaguero: o la industria se establece con firmeza en el mercado local y se apunta a 
la exportación o tenderá a desaparecer en función de la presión que está haciendo la importación extra 
zona. 


Consecuentemente, hace quince días se tuvieron entrevistas con la Comisión del Senado y con el señor 
Ministro de Industria, Energía y Minería. También se marca la presencia permanente en la mesa de 
valoración. Esta es la última ronda a nivel gubernamental; ahora empezaremos con la integración entre el 
sector gubernamental y el privado en lo que tiene que ver con el desarrollo de una posible actividad de 
información directa de la situación general del sector. 


SEÑOR DGEBEDJIAN.- Quiero agregar algo sobre la posición del Ministro. 


Lo consideramos una persona abierta; él también visita fábricas para conocer la situación in situ y considera 
que el sector es un gran proveedor de mano de obra, en este momento en que la desocupación es un flagelo 
nacional. Creemos que la disposición del Ministro es pragmática respecto a los precios irrisorios. Dijo que 
eso se arreglaba muy fácilmente con la aplicación de precios referenciales. Creo que la idea del Ministerio es 
iniciar ese proceso. En ese sentido tenemos una gran expectativa 


Indudablemente, vamos a hacer el seguimiento y queremos que ustedes sean partícipes. Además, el señor 
Ministro nos prometió el apoyo para la instalación del centro tecnológico, que es una herramienta 
fundamental para mejorar el producto y la competitividad, que se inició con la gestión del doctor Herrera con 
las agendas de competitividad, pero se malgastó un buen dinero que dio ONUDI; ese mismo programa de 
desarrollo de las Naciones Unidas en Perú tuvo resultados muy concretos. Creemos que es el momento de 
dejar atrás aquella situación del estudio de las agendas que fue nada más que formal y no se concretó. 
Pensamos que tenemos que hacer un esfuerzo como país para que se estudie la cadena productiva y se tomen 
resoluciones respecto de la estrategia que se debe seguir para no perder una tradición industrial que se originó 
a fines del siglo XIX. 


SEÑOR MELLO.- Estamos interesados en saber cómo se va a instrumentar la convocatoria del grupo 
de trabajo para el estudio de las cadenas productivas e industriales que nos parece importante. Es 
bueno que tanto la Comisión de Industria de la Cámara de Diputados como la de Senadores puedan 
recibir de esos grupos de trabajo las líneas para elaborar las leyes. 


SEÑOR DGEBEDJIAN.- El estudio de las cadenas productivas era meta del Ministro Abreu. 
Lamentablemente, por información que nos dio el Director Nacional de Industrias, no se obtuvieron los 
fondos para la concreción de ese estudio. Le preguntamos cuánto se requería y nos dijo que 
US$ 120.000, cifra irrisoria para algo tan importante en lo que nos estamos jugando el futuro. Me 
refiero no solo al sector calzado -que está totalmente desfinanciado- sino también a toda la cadena 
productiva: frigoríficos, curtiembres, etcétera. Si se necesitan fondos haremos una colecta pública, 
pero ese estudio se tiene que hacer dentro del Ministerio de Industria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la información recibida. Vamos a quedar en contacto por los 
temas que quedaron planteados. La Comisión deliberará respecto de este asunto, pero el camino será el 
de la consulta directa con el señor Ministro de la Cartera competente. Podríamos combinar una visita 
y charlar en profundidad después de haber hablado con el Ministro. 


(Se retira de Sala la delegación de la Cámara de Industria del Calzado del Uruguay) 


(Ingresa a Sala una delegación del Área de Defensa del Consumidor) 


La Comisión de Industria, Energía y Minería tiene el agrado de recibir al contador Adrián 
Cabrera, Director del Area de Defensa del Consumidor, y a la contadora Susana Weissel, Jefa del 
Departamento de Análisis de la Oferta. 


Los recibimos para tratar varios temas que figuran en la agenda, a saber: relaciones de consumo entre el 
proveedor de productos o servicios y el consumidor; protección del consumidor, y contratos de adhesión. 


SEÑOR CABRERA.- En primera instancia quisiéramos aclarar diversos puntos, pero 
fundamentalmente uno: recién nos estamos interiorizando de estos temas dado que hubo cambio de 
autoridades a nivel del Ministerio, de la Dirección General de Comercio y del Área de Defensa del 
Consumidor, por lo que en las discusiones o análisis previos no tuvimos oportunidad de participar. 


Sin perjuicio de ello, tuvimos oportunidad de leer -por lo menos en un primer acercamiento--los proyectos de 
ley que están siendo analizados, y vamos a realizar algunos comentarios. 


Primero vamos a referirnos al proyecto de ley más sencillo, que es el que hace referencia a las dimensiones 
de las letras en los contratos presentado por el señor Diputado Julio Cardozo Ferreira, sobre el que no 
tenemos mayores comentarios que hacer porque lo consideramos oportuno y pertinente. La dimensión de la 
letra en los contratos es un tema que viene preocupando, por lo que consideramos que deben ser tenidas en 
cuenta y reglamentadas sus dimensiones a los efectos de la claridad de esos documentos. Reitero que sobre 
esta iniciativa no tendría más comentarios que realizar. 


Luego está el proyecto de ley acerca de la publicidad en diversos rubros: alimenticios, de salud y de 
educación privada. Sobre esta iniciativa tenemos una serie de comentarios que hacer. 


En primera instancia, debemos decir que a partir del pasado año, a raíz del Decreto N” 308 de agosto de 2002, 
el Área de Defensa del Consumidor viene llevando a cabo un relevamiento sobre una canasta de 
aproximadamente ciento veinte artículos, entre los cuales se encuentran productos alimenticios y de limpieza, 
considerando los más importantes para los consumidores. Este relevamiento se ha venido llevando a cabo 
semanalmente en distintas zonas barriales. Por ejemplo, en Montevideo cada semana se relevan cinco zonas 
barriales, ocho comercios por zona, lo que hace un total de cuarenta comercios por zona barrial. También 
pasamos a hacerlo a nivel del interior del país en forma mensual. Es decir que cada zona, ya sea en el interior 
del país o en Montevideo, aproximadamente una vez por mes, está volviendo a ser relevada con relación a los 
mismos artículos. 


Al inicio esta información se relevaba solamente en Montevideo y se publicaba en la página web del 
Ministerio de Economía y Finanzas; luego fueron afinándose los procedimientos y se extendió a toda la 
República. Cuando hablo del interior del país, me refiero a las dieciocho capitales departamentales más 
Pando y Las Piedras; esos son los veinte lugares que se relevan en el interior. 


También se logró que además de exponer esta información en la página web -considerando que no toda la 
población que hace uso de esta información puede acceder a los medios informáticos-, con el apoyo de otros 
organismos y entidades se pasara a publicar en las escuelas públicas, en las seccionales policiales, en las 
Intendencias Municipales del interior y en los Centros Comunales Zonales en Montevideo. Si bien se han 
presentado algunas dificultades -por ejemplo, que la información no se publica en fecha, etcétera-, con el 
apoyo de estos organismos y con la mejor voluntad, en general se está cumpliendo con esta tarea. 


En definitiva, este relevamiento que se viene haciendo desde el año pasado ha tenido un crecimiento en 
cuanto a la cobertura y en cuanto a los medios de difundir tales precios. 


A su vez, estamos haciendo otro tipo de análisis, como es un "ranking" en base a la composición de los 
distintos artículos. Como se publican comercios y marcas, el "ranking" refiere a cuál es el comercio que 
ofrece la composición entera de la canasta a más bajo precio. También estamos iniciando un estudio en 
cuanto a la evolución de los precios de los distintos rubros: aceites, margarinas, harinas, etcétera. Si bien no 
es el Índice de Precios al Consumo que elabora el Instituto Nacional de Estadística, es un referente como para 
tener una idea de cómo vienen evolucionando los precios que son de interés para la población. 


Cabe destacar que la canasta no es estrictamente la que en este proyecto se maneja; hay productos que no 
están incorporados, como son los cárnicos y embutidos. 


Para cualquiera de estos proyectos, se requiere por nuestra parte una mayor interiorización e inclusive un 
intercambio con las autoridades. Como dije en un comienzo, podríamos decir que somos todos nuevos. De 
todas formas, queremos exponer -por lo menos en forma preliminar--cuáles son las principales cosas que 
detectamos, sin perjuicio de decir que consideramos que sería conveniente seguir analizando un poco más el 
tema y en todo caso en una instancia siguiente exponer más firmemente la posición del Área de Defensa del 
Consumidor. 


Sobre este proyecto concreto de relevamiento de precios e información a los consumidores -algo que 
consideramos bueno ya que, en definitiva, gran parte de las correctas decisiones van por el lado de contar con 
información y transparencia-, debo hacer las siguientes menciones primarias. En cuanto a la publicación, se 
estipula que se haga con determinada periodicidad en todos los medios de prensa de Montevideo y en cuatro 
del interior. Lo que quiero dejar en claro es que se deben tener presente los costos que esto involucra, ya que 
en definitiva podría transformarse en algo que luego no se pueda llevar a la práctica por falta de recursos o 
por cualquier otro motivo. Se trata de muchos artículos que se expondrían en muchos medios de prensa, por 
lo que el tema de los costos es algo que nos preocupa. Ante esto, sería bueno considerar que fuera por otros 
medios o ver de qué forma se podría solucionar el tema de los costos de esa publicación. 


Reitero que hoy por hoy el Área de Defensa del Consumidor está haciendo uso de una página web para 
informar los precios y que además está buscando otros medios alternativos para poder llegar a la población 
de una forma más amplia. 


SEÑOR MOLINELLI.- Nos gustaría que nos aclarara un poco lo siguiente. En lo que refiere a las 
publicaciones que se hacen a través de las Intendencias o de las escuelas, así como al seguimiento de los 
ciento veinte artículos en las veinte ciudades del interior, quisiera saber cuánto tiempo se mantienen a 
la vista y cada cuánto se actualizan. 


SEÑOR CABRERA.- Como dije anteriormente, los funcionarios del Área de Defensa al Consumidor 
están haciendo los relevamientos en forma permanente, semana a semana, porque concurren a 
distintas zonas barriales; en el interior del país contamos con el apoyo de los funcionarios de la DGI, 
que son quienes realizan los relevamientos y envían los datos a Montevideo. Aquí se procesa la 
información, se hacen las planillas, se publican y se mandan para las Intendencias Municipales. 


Si uno concurre a un punto, una ciudad o zona concreta, verá que la información se renueva cada cuatro 
semanas, es decir, una vez por mes. Dado los recursos, consideramos que esta es una frecuencia bastante 
importante, fundamentalmente ahora que la evolución de los precios ha amainado con respecto al año pasado. 


SEÑOR MOLINELLI.- Me parece un método adecuado en la medida en que la información pueda 
estar a la vista. 


El contador Cabrera mencionaba que era a nivel de las Intendencias y de las escuelas. Quisiera saber si 
existen controles, verificaciones o un seguimiento respecto a cómo esa información se expone a la vista y si 
el público puede acceder a ella con facilidad, porque creo que es una referencia que uno puede tener para 
difundir -o la propia Área de Defensa del Consumidor- la evolución de los precios. Digo esto porque creo 
que después la forma y el lugar de exponer esta información puede quedar a criterio de cada organismo. 


SEÑOR CABRERA.- Concretamente no hay un seguimiento o verificación de que esta información 
esté expuesta de la mejor manera posible o a la vista de los consumidores. Ni siquiera podemos 
confirmar que estos datos estén expuestos en cada una de las oportunidades de relevamiento y en los 
puntos en los que estos organismos apoyan brindando información, sobre todo a nivel del interior del 
país. 


En Montevideo, la verificación de que la publicación esté expuesta es un tanto aleatoria, en la medida de las 
posibilidades. No tenemos la capacidad ni los mecanismos para auditar que la información esté expuesta de 
la mejor forma posible. 


Lo que hemos dicho es que desde un principio la información se publica en una página web que está bajo 
nuestro control -aunque reconocemos las limitaciones que eso tiene—, pero los otros mecanismos 
constituyen un adicional que consideramos importante, bueno y necesario, que depende de la buena voluntad 
de las instituciones que los están apoyando. No tenemos instrumentado un sistema de seguimiento o de 
control respecto a las condiciones en que se expone esta información. 


Independientemente de la periodicidad semanal, de las visitas por zonas o ciudades y del relevamiento cada 
cuatro semanas, quiero decir que el Área también realiza relevamientos puntuales, que se consideran 
oportunos o necesarios de acuerdo con la zafralidad y el momento de año, tal como ha ocurrido a comienzos 
del año lectivo con productos escolares y a comienzos del invierno con productos propios de la estación; 
próximamente lo estaremos haciendo con los productos que integran la canasta navideña. 


Este es un adicional a la información que habitualmente se brinda, que consideramos oportuno y necesario. 
Además, es bueno para los consumidores porque, en definitiva, termina siendo una referencia sobre las 
marcas, los productos y puntos de venta en los que se pueden elegir los mejores precios que inciden, 
necesariamente, sobre el mercado. 


Estos son algunos comentarios respecto a cómo actúa el Área en el relevamiento de precios y la información 
en tal sentido. De todas formas, este proyecto de ley abarca más, porque no solo se trata de productos 
alimenticios sino de aquellos vinculados a la salud y a la educación. 


En cuanto a los productos alimenticios, más allá de las diferencias que puede haber en la canasta, se puede 
decir que nosotros estaríamos relevando con una frecuencia mayor que la que está establecida en el proyecto, 
que es trimestral. 


En cuanto a los demás artículos, reitero que esto es un primer acercamiento y que en el Área nosotros 
analizamos permanentemente sus actividades, la normativa y los posibles ajustes a ella -quizás muchos de 
ellos estén contemplados en otros proyectos, y otros tal vez no-, y por eso sería bueno mantener una instancia 
posterior -si los señores Diputados están de acuerdo- para que podamos presentar un informe relativo al 
proyecto y tal vez algún complemento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Considero que sería conveniente realizar un relevamiento del costo de la 
aplicación de la propuesta que se hace en el proyecto de ley. 


Adelanto que para mí no debería ser una dificultad insalvable, siempre y cuando se pueda llegar al 
consumidor con la información que oficiará de elemento testigo y de llamado al funcionamiento adecuado 
del mercado. 


Por otro lado, es razonable que el nuevo Director señale que recién está asumiendo el cargo, que están 

evaluando las modificaciones o profundizaciones de ciertas acciones y que solicite una nueva instancia 
dentro de un plazo prudencial para hacer una evaluación más concreta de esta iniciativa, que involucra 
directamente a las competencias del Área. 


SEÑOR CABRERA.- Nosotros estamos analizando diversas alternativas de actuación del Área en 
procura de sus cometidos, y como todo es perfectible, también lo es la normativa y nuestra actividad. 
Por eso estamos en constante análisis. 


En cuanto a la publicación y al relevamiento de determinados precios que se establece en el proyecto, no 
identificamos que se estipule la obligatoriedad de presentar la información por parte de quienes deben 
hacerlo. El Área deberá publicar respecto a servicios de salud, servicios educativos y costos de la canasta 
básica, pero debemos contar con el insumo, que es la información. Con respecto a la información de los 
productos alimenticios, lo que se podría hacer en muchos casos es un relevamiento en góndolas, pero 
entiendo que esto va de la mano de una obligación por parte del proveedor de brindar la información al Área 
de Defensa al Consumidor. 


Si bien sobre cada tema del que opinamos o en el que trabajamos tratamos de interiorizarnos de la mejor 
forma posible, no somos expertos en los conceptos y parámetros que maneja la salud. Obviamente, 
deberemos interiorizarnos -reitero—, pero aquí hay elementos que entran en juego: el costo, por un lado, y la 
calidad, por otro. Entonces, para brindar estos datos en forma transparente deberíamos tener la capacidad de 
decir que necesitamos que nos brinden información de tal manera, a fin de que sea lo más comparable posible 
para que quien la lea pueda tomar una decisión o evaluar una alternativa. 


Para eso el Area tendría que contar con la capacidad de solicitar la información en determinado formato y 
con ciertas condiciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto a la información relativa a la protección de la salud existe 
competencia específica del Ministerio de Salud Pública, pero es verdad que se está trabajando en un 
mercado medianamente abierto, en el que existe competencia y en el que es notoria la gran ausencia de 
información de la población respecto al tipo de servicios que se contratan, desde los seguros parciales - 
que es la clasificación más gruesa- hasta los seguros totales. Además, no todos los seguros parciales dan 
el mismo tipo de prestación. Por lo tanto, la competencia de precios es solo parte del problema. 


Considero que el planteo del señor Diputado Abdala -quien redactó el proyecto de ley- con respecto al tema 
específico de la salud, es bastante oportuno. Me parece que constituye todo un tema; quizá este asunto me 
preocuparía más que el vinculado a la educación, en el que puede haber diferencias. 


Indudablemente hay ausencia de información respecto a la salud y el mercado no está funcionando en forma 
transparente. En la mayoría de los casos, cuando el usuario contrata el servicio conoce las virtudes que le 
plantean cuando se lo venden pero desconoce la ausencia de cobertura de algunos aspectos que podrían estar 
incorporados en algún servicio alternativo. 


Reitero que esto es válido para los seguros parciales, para las mutualistas tradicionales y demás. 


Por lo tanto, creo que este es un tema medular. 


SEÑOR CABRERA.- Precisamente, teniendo en cuenta todos estos conceptos es que mencioné dos 
elementos que considero muy importantes. Uno de ellos es que sería conveniente que el proyecto 
incorporara la obligatoriedad. Por lo tanto, de no brindarse la información o si esta no reflejara la 
realidad, habría que establecer algún tipo de sanción para quien provee la información. 


El otro elemento es establecer cuáles son los parámetros de información que se pretenden porque en muchos 
casos el Área de Defensa del Consumidor funciona como un detector de las necesidades de la población, de 
las necesidades de información, y eso puede ser un tanto dinámico. Es necesario establecer si vamos a 
referirnos solamente a la cuota, a la cuota y a los tiques, a los tiques y a los análisis, etcétera. Según se vayan 
detectando las carencias de información, sería bueno tener la capacidad de decir que hoy, por ejemplo, la 
información que se requiere y que genera problemas no es el valor de la cuota sino otro aspecto vinculado a 
tal servicio o al servicio en general. 


Es decir que en primera instancia puedo hacer dos acotaciones, sin perjuicio de que puedo realizar un informe 
posterior. Una de ellas es la obligatoriedad del proveedor de brindar la información y, la otra, la capacidad del 


Area de parametrizar la información y establecer qué aspectos de ella se requieren para que el consumidor 
esté medianamente informado o lo mejor informado posible. 


Por último -estoy exponiendo temas que hemos manejado en el Área de Defensa del Consumidor-, tendría 
que existir la posibilidad de que no solo fueran estrictamente estos rubros. Tal vez, se podría enunciar 
expresamente estos tres rubros -tal como figura en el proyecto-, pero dada la dinámica del mercado, los 
requerimientos de los consumidores -que van cambiando en los distintos momentos con lo cual habría 
información que podría llegar a ser muy importante- y los rubros existentes, sería bueno al menos estar 
habilitados para que en la medida de que los recursos lo permitan y la población lo requiera podamos 
informar sobre otro tipo de artículos, de rubros o de servicios que el consumidor utiliza a diario y que son 
importantes para su economía o para su bienestar. 


Voy a referirme al otro proyecto de ley a estudio, que modifica una serie de artículos de la ley de relaciones 
de consumo. 


Quisiera hacer un análisis preliminar. En el artículo 1” del proyecto se saca de la definición de consumidor 
establecida en la ley el término "sin constituirse en destinatario final". 


El artículo 2” de la Ley N* 17.250 establece: "No se considera consumidor o usuario a aquel que sin 
constituirse en destinatario final adquiere, almacene, utilice o consume productos o servicios con el fin de 
integrarlos en procesos de producción, transformación o comercialización". 


Debemos tener presente que si sacamos la expresión "sin constituirse en destinatario final", aquel que compra 
un producto para integrarlo a un proceso de producción -por ejemplo, para autoconsumo, como puede ser una 
señora que compra un insumo para elaborar una torta-, quedaría excluido del término "consumidor". Si 
sacamos la expresión "sin constituirse en destinatario final", estaríamos excluyendo a este universo de 
consumidores que están adquiriendo insumos para elaborar. Quizá éste parezca un detalle no tan importante 
pero lo es, porque abarca a muchísima gente que, si nos ceñimos a la letra estricta de la ley, quedaría 
excluida. 


Por otra parte, el proyecto incorpora el término "materialmente". El inciso final del artículo 1* expresa: "No 
se considera consumidor o usuario a aquel que, adquiere, almacena, utiliza o consume productos o servicios y 
los integra materialmente en procesos de producción, transformación o comercialización". La interpretación 
que damos a esto es que, en definitiva, el único que no sería consumidor sería aquel que comprara algo y 
físicamente lo incorporara a un proceso de producción. Debemos tener en cuenta que aquí hay muchos 
productos o servicios que se adquieren que no son integrados materialmente a un proceso de producción pero 
son únicos y esencialmente aplicados a procesos de producción. En primera instancia, habría muchas 
empresas de servicios que en su actividad pasarían a ser consumidores porque todo lo que compran no lo 
integran materialmente al producto que venden, que es un servicio; entonces, todas pasarían a ser 
consumidores. No sé cuál es la voluntad en este sentido; no sé si lo que se quiere es eso o no. Yo vengo a 
hacer una aclaración respecto a lo que observo. 


En un principio, cuando se aprobó la ley, el Área de Defensa del Consumidor consideraba que todo aquel que 
tenía RUC no era consumidor. Luego, se fue acomodando lógicamente el criterio porque no todas las 
empresas adquieren productos o servicios con fines estrictamente vinculados a actividades comerciales. De 
hecho, se atiende como consumidores finales a una cantidad de empresas; se evalúa caso por caso si ese 
producto o servicio integra o no el proceso de producción. 


Por ejemplo, si una empresa compra un aparato de aire acondicionado para una oficina, nosotros lo tomamos 
como consumidor; si compra una máquina industrial para producir los artículos que vende, no lo 
consideramos consumidor. Entonces, hay que tener en cuenta ese tipo de situaciones y poner la palabra 
"materialmente", puesto que se abriría el espectro de una forma enorme. Lo que me preocupa de esto es que 
el consumidor persona física, destinatario final de los bienes, de acuerdo con las capacidades de actuación 
nuestra, no se vea perjudicado porque el espectro de actuación del Área Defensa al Consumidor se haya visto 
ampliado notoriamente, sin perjuicio de que, repito, atendemos a infinidad de empresas como consumidores 
finales aun cuando consideramos que el producto que está comprando o el servicio que está contratando tiene 
un destino final que no necesariamente es trasladable o esencial para la producción o el servicio que presta. 


Según mi criterio, estos son los comentarios fundamentales que quería hacer sobre este artículo. Uno era el 
de que en el proyecto se sacó la expresión "sin constituirse en destinatario final" establecida en la ley, que 
estaría excluyendo a consumidores reales, y el otro, el de poner el término "materialmente", lo que estaría 
abriendo el campo de actuación del Área Defensa del Consumidor prácticamente a muchísimas empresas y 
por muchos artículos cuando sabemos que hay artículos que se compran y servicios que se contratan que 
están necesariamente vinculados a la actividad empresarial que no tienen otro fin que ese, ya que no es un 
insumo, no es una materia prima y no se integra físicamente al producto final. 


En cuanto al artículo 2” del proyecto de ley, que modifica el artículo 22 de la ley, evidentemente requiere un 
análisis más profundo sobre lo que son los títulos valor en blanco. Acá hay que tener presente que existe la 
ley sobre títulos valor, el Decreto N* 409 y circulares del Banco Central. Hoy por hoy, está establecido que 
cuando se firma un título valor en blanco debe haber un documento que establezca cuáles van a ser las 
condiciones de llenado de ese título valor. 


Por el momento no quiero expresarme más sobre el tema, dejando otros comentarios para una instancia en la 
que brindemos un informe. Solo quería recalcar esos dos aspectos. 


SEÑOR GRAÑA.- Más allá de la validez de la suscripción de un título valor en blanco, sí me interesa 
conocer su opinión en cuanto a la obligatoriedad de suministrar el documento complementario con las 
instrucciones para llenarlo. Si bien lo tenemos en materia bancaria, quisiera saber su opinión sobre la 
obligatoriedad o no de firmar un documento complementario al título valor en blanco -en el que se 
establecen las instrucciones para completar el documento- en otras áreas de actividad. 


SEÑOR CABRERA.- Evidentemente, el espíritu de nuestra actuación y de nuestras competencias es 
que el consumidor, previamente a la contratación, durante la efectivización del contrato y, a posteriori, 
cuente con la mayor información posible, eliminando las asimetrías de información que se dan en el 
mercado -o, por lo menos, actuando cada vez más sobre ellas-, sobre todo, entre los proveedores y 
consumidores. Por lo tanto, sí estamos de acuerdo en que es pertinente y necesario brindar la mayor 
información posible a los consumidores, y este es uno de los elementos de información. Si bien está 
establecido que se pueden firmar títulos valor en blanco, en definitiva, el consumidor que lo está 
llevando a cabo por la operativa comercial tiene que contar con las mayores garantías del caso como 
para saber decir cuáles son las condiciones y bajo qué circunstancias va a ser llenado este documento, 
si es necesario hacerlo. 


Las garantías que se establecen en el artículo 3” del proyecto -que modifica el artículo 23 de la Ley 

N? 17.250- es un tema que requiere mayor análisis de parte nuestra. De todos modos, señalo que si se 
instrumenta, vemos necesario identificar cómo regiría esa garantía legal y qué cobertura mínima debería 
tener. Además, habría que balancear el costo-beneficio ya que, en determinadas oportunidades, cuando se 
incorporan nuevas exigencias se trasladan los costos en perjuicio de los consumidores. Hoy por hoy, funciona 
la garantía contractual, pero como dije, estableceremos una posición más definida en el informe que 
elaboraremos. 


Con respecto al concepto que se incorpora en este artículo referido a la solidaridad entre el comerciante y el 
importador o fabricante en el momento de otorgar la garantía, vemos aspectos en pro y en contra. Debemos 
reconocer que, en muchas oportunidades, gran cantidad de comerciantes no tienen conocimientos técnicos 
como para responsabilizarse de la garantía concreta, que sí los tiene el fabricante o el importador. El 
comerciante lo que hace es una intermediación: comprando y vendiendo a los consumidores. Este es un 
elemento que vemos en contra. El comerciante no tiene elementos como para decir: "Yo puedo garantizar este 
producto; puedo ser solidario en esta garantía". Pero, por otra parte, también hay que ver un elemento a favor 
en esto: el comerciante va a actuar sobre la capacidad de selección de sus proveedores. Sin duda, si el 
comerciante es solidario en la responsabilidad por las garantías que son otorgadas, va a tener mayor cuidado 
en la selección de los proveedores que brinden mayor respaldo o mejor cobertura a los consumidores, cosa 
que no sería posible al ser el responsable el importador o el fabricante. 


SEÑOR GRAÑA.- ¿Se ha analizado la posibilidad de que en vez de ser una garantía solidaria sea una 
garantía subsidiaria a la responsabilidad del proveedor? 


SEÑORA WEISSEL.- Precisamente, estábamos analizando las distintas posibilidades: los pro y los 
contra de la garantía legal, de la solidaridad y, en algún momento se manejó la subsidiariedad, es decir, 
que el comerciante fuera subsidiariamente responsable para el caso, por ejemplo, de un importador 
que trae a plaza determinado producto y desaparece de plaza, por lo que el consumidor queda sin 
garantía. Por lo tanto, habría que estudiar la posibilidad de que existan determinadas hipótesis y 
analizar cómo se contemplarían. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Indudablemente, surgen distintas interpretaciones de este proyecto que es 
modificativo de la ley vigente, y es natural que se quiera tener la mayor seguridad posible en el 
momento de emitir un juicio de valor. Por lo tanto, en algunos casos nos estamos manejando con 
hipótesis. Pero una buena forma de trabajar podría ser que dentro de un plazo prudencial el Área 
Defensa del Consumidor emita por escrito una posición concreta respecto de estos temas, o algún otro 
que pudiera surgir del proyecto que se está considerando, que presenta más de una lectura. A partir de 
ahí la Comisión evaluará si es conveniente hacer una nueva convocatoria para hablar puntualmente 
del proyecto. De esa manera adelantaríamos un poco. 


Creo que es natural que se quieran tener los respaldos técnicos y los soportes jurídicos para poder emitir una 
posición que todavía no está definida a favor o en contra de las propuestas modificativas. 


SEÑOR CABRERA.- Efectivamente, hubo tan solo un análisis; recién ahora estamos 
interiorizándonos sobre el tema. 


Consideramos oportuno que la información se dé a través de un documento que podamos hacerles llegar en 
un plazo prudencial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De los otros proyectos hemos recibido algunos comentarios. El primero de 
ellos no ofrece reparos y del segundo solicitamos más información, que quizás se pueda dar a través de 
un documento que fije posición. Recomendaría que no incursionáramos en redacciones alternativas 
porque muchas veces complican; hay distintas formas de trabajar pero preferiría que no fueran 
redacciones alternativas. 


SEÑOR GRAÑA.- Me interesaría saber la realidad sobre las citaciones a audiencias de conciliación. 
En el proyecto se establece la posibilidad de establecer una multa por incomparecencia. ¿Cuál es la 
práctica actual del Area Defensa del Consumidor cuando la persona citada no comparece? 


SEÑOR CABRERA.- Hay casos de incomparecencia; andan en el entorno de un 15%. Actualmente no 
hay multas; tal cual lo establece la ley, la consecuencia que existe ante la incomparecencia del 
proveedor es la presunción en su contra en caso de un juicio ulterior. 


SEÑOR GRAÑA.- Entonces, la incomparecencia es mínima, porque en la práctica se han tenido gran 
cantidad de citaciones. 


SEÑOR CABRERA.- No quiero asegurar el porcentaje porque no lo tengo presente, pero tengo 
entendido que está en el entorno del 15%. Esto es variable, depende mucho del proveedor. Sin duda, de 
considerarse oportuno establecer en el proyecto la aplicación de algún otro tipo de sanción por no 
comparecer a la audiencia administrativa, habría que establecer que ello se aplicará cuando no haya 
causa justificada. El proyecto no lo establece, pero pueden existir causas justificadas para que alguien 
no comparezca. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la información brindada y quedamos a la espera de los 
documentos solicitados. 


(Se retiran de sala los representantes del Área Defensa del Consumidor) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


